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2 ASISTENCIA

Diputados Presentes
Bloque
Departamento

ALBÓNICO, Norma Mónica
PS
Iriondo

ARANDA, Lucrecia Beatriz
PS
Rosario

BARRERA, Edmundo Carlos
PJ
La Capital

BAUDÍN, Juana Aurora
PS
General Obligado

BENAS, Verónica Claudia
ARI
Rosario

BENÍTEZ, Miriam Isabel
PPS
Rosario

BONFATTI, Antonio Juan
PS
Rosario

BRIGNONI, Marcelo
EDE
Rosario

CASTELLANI, Carlos Alberto
UCD
Rosario

CAVUTO, Adriana
PJ
La Capital

CECCHI, Alfredo Luis
PS
General López

COSTA, María Celia
PJ
La Capital

CURA, Jorge Alfredo
PJ
La Capital

DALLA FONTANA, Ariel Raúl
PJ
La Capital

DEHESA, Roberto
PJ
General López

ESQUIVEL, Mario César
PJ
La Capital

GASTALDI, Marcelo Luis
PJ
Rosario

GUTIÉRREZ, Alicia Verónica
ARI
Rosario

JULLIER, Héctor Eduardo
PDP
Las Colonias

KILIBARDA, Danilo Héctor
PJ
La Capital

LACAVA, Mario Alfredo
PJ
La Capital

LAGNA, Jorge Alberto
PJ
General López

LAMBERTO, Raúl A.
PS
Rosario

LIBERATI, Sergio
PS
Rosario

MARCUCCI, Hugo María
UCR
La Capital

MASCHERONI, Santiago
UCR
La Capital

MEOTTO, Liliana Graciela
PJ
Rosario

MILLET, Juan Carlos
UCR
Rosario

PEIRONE, Ricardo
PJ
Castellanos

PERALTA, Mónica Cecilia
BER
Rosario

PESARESI, Julia Alejandra
PJ
9 de Julio

PEZZ, Federico Gustavo
UCR
General Obligado

PIVIDORI, José Francisco
PJ
General Obligado

QÜESTA, Daniela Susana
BER
La Capital

REAL, Gabriel Edgardo
PD-P
General López

REUTEMANN, Roberto Federico
PJ
La Capital

REYNOSO, Ricardo Abel
PPS
Rosario

RITTER, Oscar Raúl
UCR
Las Colonias

SÁNCHEZ, Francisca
PJ
San Javier

SCATAGLINI, Marcelo Darío
PJ
La Capital

STANOEVICH, María Rosa
PJ
Rosario

STRADA, Aldo Ricardo
ARI
Rosario

TIBALDO, Claudio Mario
PJ
La Capital

TOMEI, Mónica Alicia
UCR
Rosario

VÁZQUEZ, José María
PJ
La Capital

VENESIA, Laura Mercedes
PJ
Rosario

Diputados Ausentes
Bloque
Departamento

MAGUID, Alberto Emilio
PJ
La Capital

MIRABELLA, Roberto
PJ
Castellanos

RIESTRA, Antonio Sabino
ARI
La Capital

URRUTY, Oscar
PPS
Rosario

Referencias: ARI: Afirmación para una República Igualitaria – BEDE: Bloque Encuentro por la Democracia y la Equidad – BER: Bloque Encuentro Radical – PDP: Partido Demócrata Progresista – PJ: Partido Justicialista – PPS: Partido para el Progreso Social – PS: Partido Socialista – UCD: Unión del Centro Democrático – UCR: Unión Cívica Radical

3 APERTURA DE LA SESIÓN

En la ciudad de Santa Fe, a las 12 y 29 del 23 de diciembre de 2004, los señores diputados presentes en la Sala de Sesiones, ante la falta de quórum, solicitan a la Presidencia que continúe llamando hasta lograr el número reglamentario.

A las 16 y 25 se reúne la Cámara de Diputados de la Provincia en la 3ª Sesión Extraordinaria del 122º Período Legislativo.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se pasará lista de los diputados presentes.


Con la presencia de 46 señores diputados declaro abierta la sesión.

–
Se encuentran ausentes los señores diputados Maguid, Mirabella, Riestra y Urruty

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Invito a los señores diputados Aldo Strada y Claudio Tibaldo a acercarse al mástil del recinto para izar la Bandera Nacional.

–
Así se hace.

–
Aplausos.

4 Versión Taquigráfica

(Sesión extraordinaria 16/12/04 – Aprobada)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se encuentra a consideración del Cuerpo la Versión Taquigráfica correspondiente a la sesión extraordinaria de fecha 16 de diciembre del corriente año.


Si no se formulan observaciones, se dará por aprobada.

–
Resulta aprobada.

5 Asuntos Entrados

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará cuenta de los asuntos entrados.

· Se lee:

5.1 Comunicaciones Oficiales :

Asunto Nº 1 – El Poder Ejecutivo, remite Decreto N° 2438/04 (ampliación presupuestaria del Ministerio de Salud). (N° 8375/04).

–
Girado a las comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Salud Pública y Asistencia Social.

Asunto Nº 2 – El Tribunal de Cuentas, remite Resolución 021/93 (adhiriendo a las ferias anuales que dispone la Corte Suprema de Justicia). (N° 8376/04).

–
Girado a la Presidencia.

Asunto Nº 3 – La Cámara de Senadores, remite Nota Particular 1278/04 (adhiere a la ley de acceso a la información pública amplia, veraz y oportuna). (N° 8377/04).

–
Girado a sus antecedentes.

Asunto Nº 4 – La Cámara de Senadores, remite Nota Oficial 7473/04 (adhiriendo a la creación del Puerto Ocampo). (N° 8378/04).

–
Girado a sus antecedentes.

Asunto Nº 5 – El Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio, remite Decreto N° 2629/04 (eleva antecedentes relacionados con situaciones de emergencia agropecuaria). (N° 8380/04).

–
Girado a la Comisión de Agricultura y Ganadería.

Asunto Nº 6 – El Ministerio de Obras, Servicios Públicos y Vivienda, remite los Decretos 2452, 2453, 2497, 2498 y 2528/04 (ampliaciones presupuestarias). (N° 8381/04).

–
Girado a las comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Obras y Servicios Públicos.

Asunto Nº 7 – El Ministerio de Hacienda y Finanzas, remite Nota 647/04 adjuntando Decreto 2644/04 (pavimentación de la Ruta Provincial 10). (N° 8382/04).

–
Girado a las comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Obras y Servicios Públicos.

Asunto Nº 8 – El señor Subsecretario de Asuntos Legislativos, eleva respuesta a las siguientes minutas de comunicación :

Expte. N° 12.868 – PJ: Realice las obras de iluminación de la Ruta 50 – S intersección Ruta Provincial 70. (N° 8385/04).

Expte. N° 12.002 – UCR: Provea una máquina retroexcavadora y un tractor a la Comuna de Villa Guillermina. (N° 8386/04).

Expte. N° 13.238 – BER: Solicita partida para la construcción de un puente entre Santa Fe y Santo Tomé. (N° 8387/04).

Expte. N° 13.360 – UCR: Informe sobre distintos puntos de la Autopista Rosario – Santa Fe. (N° 8388/04).

Expte. N° 12.588 – UCR: Informe sobre distintos puntos del puente Autopista Santa Fe – Rosario, sobre el Río Salado. (N° 8389/04).

Expte. N° 12.604 – PJ: Solicita la construcción del Conducto Colector Principal Entre Ríos. (N° 8390/04).

Expte. N° 12.761 – PJ: Solicita rampa de acceso y sanitarios a la sede del Pami – Delegación Rosario. (N° 8391/04).

Expte. N° 13.270 – BER: Solicita regularizar la situación de la Empresa Aguas Provinciales. (N° 8392/04).

Expte. N° 13.423 – ARI: Informe sobre sumarios administrativos a personal policial de la UR I y II (adhesión a la publicación de la Gaceta Azul de Apropol). (N° 8393/04).

Expte. N° 12.605 – PJ: Solicita la construcción del Conducto Colector Principal Larrea. (N° 8394/04)

Expte. N° 13.420 – ARI: Informe sobre distintos puntos de licitación en el Correo. (N° 8395/04).

Expte. N° 13.039 – PJ: Solicita la construcción de dársenas para transporte público de pasajeros en la Ruta Provincial 1. (N° 8396/04).

–
Girado a sus antecedentes. 

Asunto Nº 9 – El señor Presidente de la Comuna de Amenabar, remite nota adhiriendo al proyecto de ley Expte. N° 12.970 – DB (Unidad Económica Agraria). (N° 8398/04).

–
Girado a sus antecedentes. 

Asunto Nº 10 – El Ministerio de Obras, Servicios Públicos y Vivienda, remite Nota 2223 – A (Resoluciones N° 729/04 hasta la N° 791/04 emitidas por la Unidad Ejecutora de Recuperación de la Emergencia Hídrica y Pluvial). (N° 8399/04).

–
Girado a la Comisión de Obras y Servicios Públicos.

Asunto Nº 11 – El señor Presidente de la Comuna de Uranga, remite nota adhiriendo al proyecto de ley Expte. N° 12.970 – DB (Unidad Económica Agraria). (N° 8400/04).

–
Girado a sus antecedentes. 

Asunto Nº 12 – El Poder Judicial de la Nación, remite el Acuerdo Extraordinario 902/04 donde comunica sus autoridades. (N° 8401/04).

–
Girado al Archivo.

Asunto Nº 13 – El Poder Judicial, comunica que el Dr. Julio Cesar Rondina ha sido electo como Presidente de la Excma. Cámara de Apelación en lo Penal. (N° 8402/04).

–
Girado al Archivo.

Asunto Nº 14 – El Ministerio de Obras, Servicios Públicos y Vivienda, remite los Decretos 2705/04 (Emergencia Hídrica) y Nros. 2709/04 y 2677/04 ( modificación presupuestarias). (N° 8403/04).

–
Girado a la Comisión de Obras y Servicios Públicos.

Asunto Nº 15 – El señor Ministro Coordinador de la Provincia, remite nota por la cual solicita a esta Presidencia la designación de los diputados que habrán de constituir la Comisión de Seguimiento que establece la Ley Nº 12.385 en su artículo Nº 7º (Creación del Fondo para la Construcción de Obras Menores para Municipios de Segunda Categoría y Comunas). (Nº 8404/04).

–
Girado a la Presidencia.

5.2 Dictámenes de Comisión:

5.2.1 Agencia de Vigilancia, Informaciones y Seguridad: informes

Asunto Nº 16 – Dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de comunicación de los señores diputados Gutiérrez, Riestra, Strada y Benas, por el cual se solicita se disponga informar respecto de la autorización emanada por el Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto, para el funcionamiento de la Agencia de Vigilancia, Informaciones y Seguridad “Segunbank Sociedad de Responsabilidad Limitada” (Resolución Nº 0302, de fecha 25/09/95). (Expte. Nº 13.968 – ARI).

–
Girado al Orden del Día.

5.2.2 Centro de Orientación a la Víctima de Violencia Familiar y Sexual (equipo de profesionales

Asunto Nº 17 – Dictámenes de las comisiones de Derechos y Garantías y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de comunicación de los señores diputados Aranda, Bonfatti, Baudín, Lamberto, Liberati, Albónico y Cecchi, por el cual se solicita se disponga analizar se dote de un equipo interdisciplinario de profesionales al Centro de Orientación a la Víctima de Violencia Familiar y Sexual de la ciudad de Reconquista, departamento General Obligado. (Expte. Nº 13.884 – BS).

–
Girado al Orden del Día.

5.2.3 Policía de Menores de Venado Tuerto: cargo de asistente social

Asunto Nº 18 – Dictámenes de las comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de comunicación del señor diputado Lagna, por el cual se solicita se proceda a designar un cargo de asistente social para el programa de tratamiento “En Alta Contención” de gestión mixta, a desarrollar por la Policía de Menores de Venado Tuerto, departamento General López. (Expte. Nº 13.923 – PJ).

–
Girado al Orden del Día.

5.2.4 Créditos con tasa subsidiaria para productores afectados por la sequía

Asunto Nº 19 – Dictámenes de las comisiones de Agricultura y Ganadería y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de comunicación de la señora diputada Sánchez, por el cual se solicita se disponga gestionar ante el Banco de la Nación Argentina el otorgamiento de créditos con tasa subsidiaria a los afectados por la sequía, que se encuadren en las zonas declaradas de emergencia y/o desastre. (Expte. Nº 13.787 – PJ).

–
Girado al Orden del Día.

5.3 Proyecto del Poder Ejecutivo

5.3.1 Exptes. Nº 12.100-PE y 14.048-PJ (deudores de la ex Dipos): inclusión en temario del Período Extraordinario de Sesiones

Asunto Nº 20 – Decreto Nº 2.779; por el cual se incluyen en el temario de asuntos a tratar en el Período Extraordinario de Sesiones, los Exptes. Nº 12.100 – PE y 14.048 – PJ (Mensaje Nº 2.881 – Expte. Nº 14.123 – PE).

–
Girado al Archivo.

5.4 Proyectos de los señores diputados

Proyectos de ley:

5.4.1 Año Provincial de la Infancia y Adolescencia en Conflicto Social 2005/6

Asunto Nº 21 – Proyecto de ley de la señora diputada Peralta, por el cual se declara en el ámbito de la Provincia, el Año Provincial de la Infancia y Adolescencia en Conflicto Social 2005/6. AMA (Año de la Minoridad y la Adolescencia). (Expte. Nº 14.042 – BER)

–
Girado a las comisiones de Promoción Comunitaria, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

5.4.2 Constitución del Fondo de Garantías de Santa Fe S.A.

Asunto Nº 22 – Proyecto de ley del señor diputado Mirabella, por el cual se autoriza al PE a constituir una sociedad anónima con participación estatal mayoritaria bajo el régimen de la Ley 19.550, que se denominará Fondo de Garantías de Santa Fe SA. (Fogasfe SA). (Expte. Nº 14.071 – PJ)

–
Girado a las comisiones de Industria, Comercio y Turismo, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

Proyecto de declaración:

5.4.3 Fiesta Regional de la Flor del Ceibo en Arroyo Ceibal

(Queda reservado)
Asunto Nº 23 – Proyecto de declaración del señor diputado Pividori, por el cual esta Cámara declara de interés legislativo la 6° Edición de la Fiesta Regional de la Flor del Ceibo, a realizarse el 22 de enero de 2005, en la localidad de Arroyo Ceibal, departamento General Obligado. (Expte. N° 14.075 – PJ)

SR. PIVIDORI EÍ "PJ PIVIDORI, José" .– Pido la palabra.


Solicito que este asunto sea reservado para su posterior tratamiento sobre tablas.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Así se hará, señor diputado.

–
Queda reservado. Ver punto 7.1.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–
Se lee:

Proyectos de comunicación:

5.4.4 Ley 12.178 (Programa Provincial de Violencia Escolar): informes

Asunto Nº 24 – Proyecto de comunicación de los señores diputados Aranda, Liberati, Bonfatti, Baudín, Albónico, Lamberto y Cecchi, por el cual se solicita se disponga informar sobre aspectos relacionados con el cumplimiento de la Ley 12.178 (Programa Provincial de Violencia Escolar). (Expte. Nº 14.069 – BS)

–
Girado a las comisiones de Educación y de Derechos y Garantías.

5.4.5 Gestión de los Aportes del Tesoro Nacional (ATN): informes

Asunto Nº 25 – Proyecto de comunicación de los señores diputados Ritter, Pezz y Marcucci, por el cual se solicita se disponga informar con relación a las actuaciones del Gobierno Provincial durante el año 2004 para la gestión de los Aportes del Tesoro Nacional (ATN) para municipios, comunas, ONG y cualquier otro tipo de organizaciones. (Expte. Nº 14.070 – UCR)

–
Girado a las comisiones de Asuntos Comunales, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

5.4.6 Ruta Prov. 38-S: inclusión en plan de pavimentación

Asunto Nº 26 – Proyecto de comunicación de la señora diputada Sánchez, por el cual se solicita se incluya en el plan de pavimentación de rutas, a la Ruta Provincial 38-S, procediendo a un estabilizado granular a fin de asegurar la transitabilidad en la misma hasta que se concrete la obra. (Expte. N° 14.072 – PJ)

–
Girado a las comisiones de Obras y Servicios Públicos y de Presupuesto y Hacienda.

5.4.7 Ley 12.212: cumplimiento creación de la Dirección General de Manejo Sustentable de los Recursos Pesqueros

Asunto Nº 27 – Proyecto de comunicación del señor diputado Pividori, por el cual se solicita se dé cumplimiento a lo normado en la Ley 12.212 (creación de la Dirección General de Manejo Sustentable de los Recursos Pesqueros). (Expte. N° 14.073 – PJ)

–
Girado a las comisiones de Agricultura y Ganadería, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

5.4.8 Ruta Prov. 31 (tramo Avellaneda-Paraje Flor de Oro): reparación

Asunto Nº 28 – Proyecto de comunicación del señor diputado Pividori, por el cual se solicita se proceda a la reparación de la Ruta Provincial 31 – tramo ciudad de Avellaneda – Paraje Flor de Oro, distrito Lanteri. (Expte. N° 14.074 – PJ)

–
Girado a las comisiones de Obras y Servicios Públicos y de Presupuesto y Hacienda

5.5 Notas de los particulares:

Asunto Nº 29 – El señor Hernández, Jorge Raúl, integrante del Tribunal de Cuentas, remite nota donde acompaña una Propuesta Alternativa al “Título VI” de la Ley de Administración, Eficiencia y Control del Estado, para su conocimiento y consideración. (N° 1429/04)

–
Girado a sus antecedentes.

5.6 Asuntos Entrados fuera de lista

5.6.1 Escuela especial en zona noroeste de Rosario

(Proyecto de comunicación – Girado a comisión)

SRA. MEOTTO EÍ "PJ MEOTTO, Liliana" .– Pido la palabra.


Solicito se dé entrada a un proyecto de comunicación –en el que me acompañan los diputados Stanoevich, Venesia, Benas y Reynoso, de la ciudad de Rosario– por el que se pide al Poder Ejecutivo que, por intermedio del Ministerio de Educación, se haga un estudio de factibilidad para la construcción de una escuela especial en la zona noroeste de esa ciudad, que comprende a los barrios Industrial, Empalme Graneros y Ludueña. Se adjuntan al proyecto notas de los vecinos de la zona y padres de hijos con discapacidades, donde expresan que, por supuesto, en esa zona necesitan indefectiblemente una escuela especial porque no hay ninguna.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con el asentimiento del Cuerpo, se le dará entrada. (Expte. Nº 14.079 – DB)

· Asentimiento.

· Girado a comisión.

5.6.2 Convenio por Sistema Nacional del Seguro de Salud: informes

(Proyecto de comunicación – Girado a comisión)

5.6.3 Cobro de tasa municipal a Litoral Gas y traslado a los usuarios

(Proyecto de comunicación – Girado a comisión)

SR. STRADA EÍ "ARI STRADA, Aldo" .– Pido la palabra.


Solicito se dé entrada a dos proyectos de comunicación. Uno de ellos es de autoría del diputado Riestra, es un pedido de informes sobre el futuro de la obra social Iapos ante el convenio firmado entre la Provincia y la Nación por el Sistema Nacional del Seguro de Salud, en lo que respecta a cuál es el impacto sobre la autarquía de la obra social, cuáles son los efectos que acarrea la incorporación al padrón base del Sistema Nacional del Seguro de Salud de los trabajadores de la administración pública, qué avances se han realizado en la ejecución del convenio de referencia y cómo se lo compatibiliza con la ley de creación del Iapos.


El segundo refiere al problema de la tasa municipal que varios municipios quieren cobrar a la Empresa Litoral Gas, y que esa tasa que es, fundamentalmente, por ocupación del dominio público, es traslada a los usuarios con los conflictos que esto acarrea. En realidad, terminamos teniendo precios distintos de acuerdo a cada localidad y a si el municipio correspondiente ha aplicado alguna tasa o no a la empresa Litoral Gas. Es un pedido de informes al Enargas, sobre cuántas localidades están cobrando tasas, los fundamentos por los cuales el organismo autorizó, en el caso de la problemática de Villa Constitución, que se recupere retroactivamente la tasa cobrándoselo a los usuarios desde el año 92 hasta el 99. Estamos hablando de 800 mil pesos que en su momento aportó la empresa y que hoy se los va a cobrar a los usuarios.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con el asentimiento del Cuerpo, se les dará entrada. (Exptes. Nº 14.082 – ARI y 14.083 – ARI)

· Asentimiento.

· Girados a comisión.

5.6.4 Asistencia económica a comuna de San Carlos Norte

(Proyecto de comunicación – Girado a comisión)

SR. RITTER EÍ "UCR RITTER, Oscar" .– Pido la palabra.


Solicito se dé entrada al proyecto de comunicación por el que se pide al Poder Ejecutivo otorgue una asistencia económica a la comuna de San Carlos Norte para paliar los daños de la tormenta del 15 de diciembre.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con el asentimiento del Cuerpo, se le dará entrada. (Expte. Nº 14.080 – UCR)

· Asentimiento.

· Girado a comisión.

5.6.5 Revocación concesión servicio de transporte a empresa El Tigre S.A.

(Proyecto de comunicación – Girado a comisión)

5.6.6 Preocupación por incumplimientos de la empresa de transporte El Tigre

(Proyecto de declaración – Queda reservado)
SRA. TOMEI EÍ "UCR TOMEI, Mónica" .– Pido la palabra.


Solicito se dé entrada a dos proyectos. El primero es un proyecto de comunicación por el cual se pide a la Subsecretaría de Transporte de la Provincia proceda a la revocación de la concesión del servicio de transporte interurbano de pasajeros prestado por la empresa El Tigre.


El segundo es un proyecto por el cual la Cámara declara su profunda preocupación por los graves y reiterados incumplimientos de la empresa El Tigre en la prestación del servicio de transporte de pasajeros, en el corredor vial que abarca las localidades de Rosario, Piñero, Acebal, Álvarez y Carmen del Sauce, y que perjudica aproximadamente a 17 mil habitantes de esta zona. Solicito que este asunto sea reservado en Secretaría para su posterior tratamiento sobre tablas.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con el asentimiento del Cuerpo, se les dará entrada, con la indicación de la señora diputada. (Expte. Nº 14.081 – UCR y 14.078 – DB)

· Asentimiento.

· El Expte. Nº 14.081 – UCR es girado a comisión.

· El Expte. Nº 14.078 – DB queda reservado. Ver punto 7.2.

5.6.7 Consejo Económico Social y Político

(Proyecto de ley – Girado a comisión)

SR. LAMBERTO EÍ "PS LAMBERTO, Raúl" .– Pido la palabra.


Solicito se dé entrada al proyecto de ley referido a la creación de un Consejo Económico Social y Político. Para los socialistas tiene un sentido muy particular ya que siempre ha sido un tema muy trabajado, en especial por quien presentara en su momento, en la Cámara de Diputados de la Nación, un proyecto de similares características, que fue el diputado Guillermo Estévez Boero. Nos parece que constituye una base fundamental para el consenso, la participación y el pluralismo en las instituciones de la Provincia de Santa Fe.


Conscientes, inclusive, de que hay otros proyectos presentados, nos parece que es necesario que estas instituciones tengan aprobación legislativa o, en su defecto, aprobación constitucional, pero que formen parte de la vida institucional de la Provincia de Santa Fe.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con el asentimiento del Cuerpo, se le dará entrada. (Expte. Nº 14.077 – BS)

· Asentimiento.

· Girado a comisión.

*SR. PRESIDENTE (Barrera).– Obra en Secretaría para su ingreso una nota de la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable, a la que se dará lectura.

· Se lee:

Santa Fe, 23 de diciembre de 2004. 

Sr. Presidente de la Cámara de Diputados

Dn. Edmundo Barrera

SU DESPACHO

De mi mayor consideración:


Me dirijo a Ud. a fin de solicitarle tenga a bien implementar los medios necesarios a fin de que la Honorable Cámara de Diputados designe un representante para participar del Consejo Provincial Pesquero.


Dicho Consejo asesor fue creado a través de la Ley Provincial Nº 12.212 y el Decreto Reglamentario Nº 2410/04 y está constituido por el Poder Legislativo, las municipalidades y comunas, los pescadores artesanales, los acopiadores, los empresarios turísticos, los clubes de pesca, las organizaciones no gubernamentales, universidades e institutos técnicos y científicos, todos ellos con hasta dos representantes.


Deseo además destacar que el 22 del corriente se llevó a cabo una reunión preliminar de conformación e integración, de amplia convocatoria a todos los sectores involucrados, donde se resolvió invitarlos a designar sus representantes y realizar una nueva reunión el miércoles 2 de febrero a las 8.30 hs., en la sede de la Universidad Católica de Santa Fe, Echagüe 7100.


Sin otro particular, a la espera de una pronta respuesta, lo saluda atentamente.

Marcelo Luis Terenzio (Secretario de Estado de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable)

6 PETICIONES DE LOS SEÑORES DIPUTADOS

6.1 Condonación de deuda a deudores de la ex Dipos
(Queda reservado)
SR. LACAVA EÍ "PJ LACAVA, Mario" .– Pido la palabra.


Solicito se reserve en Secretaría para su posterior tratamiento sobre tablas, el Expte. Nº 14.048 – PJ, que trata sobre la condonación de deudas a deudores de la ex Dipos, que cuenta con dictamen de las comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General y ha tenido algunas modificaciones acordadas en la reunión de la Comisión de Labor Parlamentaria.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Así se hará, señor diputado.

· Queda reservado. Ver punto 7.3.

6.2 Régimen de facilidades de pago para ex usuarios de la Dirección Provincial de Obras Sanitarias

(Preferencia para dos sesiones)

SR. LACAVA EÍ "PJ LACAVA, Mario" .– Pido la palabra.


Solicito una preferencia para dentro de dos sesiones del período extraordinario para el Expte. Nº 12.100 – PE, que trata sobre una moratoria para deudores de la ex Dipos.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción del señor diputado Lacava.

–
Resulta afirmativa.

6.3 Encuentro Regional del Mate

(Queda reservado)
SR. DEHESA EÍ "PJ DEHESA, Roberto" .– Pido la palabra.


Solicito que se reserve en Secretaría para su posterior tratamiento sobre tablas, el proyecto de declaración (Expte. Nº 14.053 – PJ), referido al Encuentro Regional del Mate a desarrollarse en la ciudad de Rufino.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Así se hará, señor diputado.

· Queda reservado. Ver punto 7.4.

7 tratamiento sobre tablas

7.1 Fiesta Regional de la Flor del Ceibo en Arroyo Ceibal

(Proyecto de declaración – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se encuentra reservado, a pedido del señor diputado Pividori, el proyecto (Expte. Nº 14.075 – PJ) por el cual se declara de interés legislativo la 6° Edición de la Fiesta Regional de la Flor del Ceibo, a realizarse el 22 de enero de 2005, en la localidad de Arroyo Ceibal, departamento General Obligado.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 EÍ "zdExpte. Nº 14.075 – PJ\: Fiesta Regional de la Flor del Ceibo en Arroyo Ceibal" 
La Cámara de Diputados de la Provincia

Declara:


De interés legislativo la 6º Edición de la Fiesta Regional de la Flor del Ceibo cuya celebración se llevará a cabo el próximo 22 de enero de 2005, en la localidad de Arroyo Ceibal en el departamento General Obligado.

Fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:


La Comuna de Arroyo Ceibal está ubicada en el extremo nordeste de nuestro norte provincial, en el Dpto. Gral. Obligado distante de la ciudad de Santa Fe 378 km, y cuenta con una población de 1357 habitantes distribuidos en sus 487 kilómetros cuadrados.


De más está destacar la importancia que para comunidades de estas características adquiere un evento como el que quiere declararse de interés, por ser el mismo junto a otros de igual envergadura, un punto de congregación de la población de toda la zona, el cual cuenta con un crecimiento digno de ser destacado por la magnitud de concurrentes que crece cada año.


Este evento es organizado por la Secretaría de Cultura de la Comuna y tiene el objetivo de homenajear a nuestra Flor Nacional que como lo expresan los fundamentos de su declaración por el Congreso de la Nación, no existe en la República Argentina una flor que encierre características botánicas, fitogeográficas, artísticas o históricas que hayan merecido la unanimidad de las opiniones para asignarle jerarquía de flor nacional.


En la tarea, de alentar todo evento que fortalezca los vínculos de hermandad y amor a la patria como también inculcar en las nuevas generaciones estos sentimientos de pertenencia por demás necesarios, solicito de mis pares la aprobación del presente proyecto.

José Pividori

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción de tratamiento sobre tablas.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

7.2 Preocupación por incumplimientos de la empresa de transporte El Tigre

(Proyecto de declaración – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se encuentra reservado, a pedido de la señora diputada Tomei, el proyecto (Expte. Nº 14.078 – DB) por el cual la Cámara de Diputados declara su profunda preocupación por los graves y reiterados incumplimientos de la Empresa El Tigre SA.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 EÍ "zdExpte. Nº 14.078 – DB\: Preocupación por incumplimientos de la empresa de transporte El Tigre" 
La Cámara de Diputados de la Provincia

declara:


Su profunda preocupación por los graves y reiterados incumplimientos de la empresa El Tigre S.A., en la prestación del servicio del corredor vial que recorre las localidades de Rosario, Piñero, Álvarez, Acebal y Carmen del Sauce, departamento Rosario.

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


Hemos tomado conocimiento de la acuciante situación de desamparo que viven los ciudadanos de las localidades de Piñero, Álvarez, Acebal y Carmen del Sauce, ante la pésima prestación del servicio de Transporte de Pasajeros que brinda la Empresa concesionaria El Tigre S.A., la cual atenta contra la calidad de vida de los vecinos puesto que no se cumplen con las pautas mínimas por las que debe velar todo servicio público, en rigor continuidad, permanencia y regularidad.


Por el contrario, desde hace ya varios años se han multiplicado las quejas, reclamos y denuncias acerca de lo que es una realidad ya insostenible en la zona, esto es la falta de recorrido en tiempo y forma de las unidades miembros de la empresa, a más de que dichos vehículos se destacan por el elevado grado de deterioro, su excesiva antigüedad, y por la falta de acondicionamiento para el traslado de personas.


En este sentido en el año 2002 los vecinos de la localidad mencionada realizan presentaciones ante el presidente comunal de Álvarez a fin de que realice las gestiones pertinentes para incrementar el honorario de los colectivos Álvarez-Rosario y Rosario-Álvarez, los días 13 y 15 de mayo (anexo);


En el mismo año los vecinos juntan 600 firmas ante las diferentes irregularidades en el funcionamiento de la Empresa el Tigre S.A. y el Cóndor S.A., firmándose posteriormente un acta acuerdo en la Subsecretaría, en septiembre de 2002, con la presencia de autoridades de la comuna, en la cual se pautan nuevos horarios para la prestación del servicio;


En el año 2003 ante los incumplimientos por parte de la Empresa el Tigre S.A. del compromiso asumido ante los vecinos y la Subsecretaría de Transporte de la Provincia, los habitantes de la localidad convocaron a una reunión pública el 8 de marzo de 2003, para tratar las serias dificultades en el transporte interurbano de pasajeros (cumplimiento del medio boleto, seguridad, ampliación de horarios), donde se invitara oportunamente al presidente comunal Víctor Foggi;


El 14 de marzo del mismo año, los vecinos de Álvarez solicitaron la intervención de la Comuna para que intermedie entre los graves problemas del transporte requiriéndole entre otras cosas (anexo):

1. El control de las unidades de las empresas El Tigre y el Cóndor, los horarios y la cantidad de pasajeros permitidos en cada unidad.

2. Asegurar que la cobertura del seguro, sea la del recorrido Álvarez-Rosario

3. Insistir ante la Subsecretaría de Transporte, las solicitudes realizadas por los vecinos en la ampliación de los horarios, la carga excesiva de pasajeros en cada colectivo, etc.

4. El cumplimiento de las leyes en la implementación del correspondiente “medio boleto estudiantil”.


Asimismo el 25 de abril del mismo año, se reiteró el pedido al delegado en Rosario de la Subsecretaría de Transporte de la Provincia de Santa Fe, Sr. Diego Gómez.


Por otra parte y luego del tiempo transcurrido, se hace ya insostenible para las familias de estas localidades, el tener que continuar padeciendo todo tipo de trastornos e inconvenientes para utilizar un servicio vital de comunicación, ya sea para trabajar, estudiar, etc. en la ciudad de Rosario y en el trayecto de retorno a cada una de las localidades. Y es por ello, que es necesario que este Cuerpo, como órgano representante de la ciudadanía, se expida formalmente manifestando activamente su preocupación por el mal funcionamiento del transporte de la Empresa El Tigre SA..


Por todo lo precedentemente expuesto, solicito el tratamiento y aprobación del presente proyecto.

Tomei – Millet – Lacava
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción de tratamiento sobre tablas.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

7.3 Condonación de deuda a deudores de la ex Dipos
(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se encuentra reservado, a pedido del señor diputado Lacava el proyecto de ley (Expte. Nº 14.048 – PJ) por el cual se condonan las deudas a usuarios de la ex Dipos.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 EÍ "zlExpte. Nº 14.048 – PJ\: Condonación de deuda a deudores de la ex Dipos" 
La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

ley:

Artículo 1º – Condónanse las deudas actualizadas a la fecha de sanción de la presente, de los usuarios con la ex Dirección Provincial de Obras Sanitarias, de hasta pesos mil ($1.000), se encuentren actualmente con o sin plan de pago, y en instancia judicial o no.


Serán beneficiarios todos aquellos deudores cuyos ingresos mensuales no superen el monto máximo de la deuda que por esta ley se condona.

Artículo 2º – Autorízase a la Fiscalía de Estado a efectuar las acciones que resulten pertinentes, a los fines dispuestos en el artículo 1º.

Artículo 3º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Lacava – Barrera – Venesia – Reutemann – Peirone – Pesaresi – Vázquez – Esquivel – Pividori – Maguid – Scataglini – Sánchez – Costa – Cavuto – Meotto – Tibaldo – Dehesa – Stanoevich – Cura

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el tratamiento sobre tablas.

SR. BRIGNONI EÍ "EP BRIGNONI, Marcelo" .– Pido la palabra.


Solicito que conste en la Versión Taquigráfica mi voto negativo al tratamiento sobre tablas de este tema, por considerar innecesaria y peligrosa esta ley. Cuando se discuta la misma voy a explicar por qué.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.

SR. BRIGNONI EÍ "EP BRIGNONI, Marcelo" .– Pido la palabra.


Quiero fundamentar brevemente mi voto en contrario a esta iniciativa. La discusión sobre el período en el cual el Estado puede exigirle a los particulares el pago de deudas para con éste y si este período es de cinco o diez años, es un debate que viene desde bastante lejos y que, inclusive, ha motivado en esta misma Legislatura, la discusión de situaciones con relación a la Dipos hace muy poco tiempo, antes de que este proyecto vuelva del Senado.


Del mismo modo que la Corte Suprema de Justicia en su fallo del 30 de septiembre de 2003, y que la Defensoría del Pueblo de la Provincia de Santa Fe, que presentó un recurso de apelación en el mismo sentido, oportunamente expresé que considero que el plazo de la obligación de los particulares para con el Estado por el cumplimiento de deudas, es de 5 años.


La sola mención de la palabra "Dipos" implica que esta Cámara está interpretando ese fallo de la Corte y la presentación de Defensoría del Pueblo, diciendo que, en realidad, considera 10 años y no 5, porque la Dipos no existe como tal desde el 5 de diciembre de 1995. Por ende, si consideráramos la situación de los 5 años no podríamos estar hablando de la Dipos.


Por otro lado, esta misma discusión significó en su momento la modificación del Código Fiscal por la Ley 12.001, cuando se planteó y se definió claramente la prescripción de deudas en el plazo de 5 años, y solamente se fijó un calendario excepcional para la adaptación de esta situación en el paso del tiempo. Me parece importante fijar mi posición contraria a la sanción de esta ley que se va a dar hoy –soy consciente que estoy en minoría–, porque vamos a dejar la puerta abierta para que el Gobierno de la Provincia pueda tener una herramienta legal para apelar esta prescripción de 5 años, y sobre todo para poder intimar a los demás deudores, de más de 9 años, que no aparecen en este proyecto de condonación y cuyas deudas ascienden a un monto de 31 millones de pesos aproximadamente, con los correspondientes honorarios y demás, que van a manejar oportunamente aquellos ejecutores fiscales que designe la Fiscalía de Estado. Por ende, no considero que sea necesario votar esta ley, porque las personas a las que se reconoce como deudores no lo son como tal, por lo menos según la interpretación que yo hago de esto. Por ende, voy a dejar asentado mi voto negativo a la sanción de la presente norma.

SRA. BENAS EÍ "ARI BENAS, Verónica" .– Pido la palabra.


Desde el ARI queremos dejar planteada nuestra posición respecto de este proyecto que hoy vamos a tratar y hacer un poco de historia con relación a este conflicto que se genera por inoperancia del Estado provincial en cuanto a cobrar en término estas deudas.


En realidad, en fecha 28 de octubre del presente año, hemos ingresado un proyecto de ley (Expte. Nº 13.759 – ARI) para modificar esta situación que hoy nos genera un nuevo conflicto, planteando la reducción del plazo de prescripción para estas deudas, específicamente.


En términos parecidos a lo que expresó el diputado Marcelo Brignoni, nosotros sostenemos ese criterio de prescripción a los 5 años para estas deudas que hoy se pretenden cobrar y, en el caso de este proyecto en particular, condonar, que es como un reconocimiento de la vigencia de esta deuda, porque no se puede perdonar lo que no se debe.


Voy a abundar un poco en esto de la prescripción, porque creo que no es responsable tratar la condonación de la deuda sin analizar si esta deuda es legítima o no y, además, cuál es la situación por la cual el Ejecutivo provincial hoy se ve en la necesidad de tomar alguna medida al respecto después de tantos años que no hizo lo que era su deber hacer.


Quiero mencionar que en el Expediente Nº 11010003244-4, promovido por la Fiscalía de Estado, se informa que existen 24.105 cuentas de usuarios de la ex Dipos en condiciones de ser demandadas judicialmente, de acuerdo a los términos de la Ley 11.900, que es la ley que estableció la moratoria de la Dipos en el año 2001. Y, además, según consta en esas mismas actuaciones, hay ya iniciados más de 1.300 procesos judiciales. Tomando en cuenta el tiempo transcurrido desde que esas deudas fueron contraídas con la ex Dipos, la propia Fiscalía de Estado, en su afán de realizar el cobro de la cartera remanente de la Ley 11.900, basó su accionar en la invocación de una norma abrogada, como es el Código Fiscal, que en su artículo 87 preveía un plazo de prescripción de 10 años; sin embargo, este Código, como lo dijo el diputado, fue modificado en el año 2002 por la ley 12.001, y en el artículo 93 establece un plazo de 5 años para esas deudas reclamables por el Estado provincial.


Así se adecuó la legislación provincial a lo normado por el Código Civil de la Nación que en el artículo 4.027 establece expresamente que prescribe a los 5 años la obligación de pagar lo atrasado y todo lo que deba pagarse por año o plazos periódicos más cortos.


A todo esto, tenemos que remarcar que si el supuesto deudor no pagó la deuda, por qué el Estado provincial espera 9 años para exigirle el pago. Creemos que es absolutamente impropio que el Estado actúe de esta forma a un año de la prescripción de los 10 años, inclusive. Consideremos que el traspaso de la Dipos fue en diciembre del 95; estamos en diciembre de 2004; con lo cual, la deuda que estaría en condiciones de ser reclamada es la del año 94-95, si no hago mal las cuentas.


A todo esto, esta tardía acción del Estado lo único que revela es una ineficaz burocracia que atrapa, nos atrapa a nosotros también como legisladores y sobre todo a los ciudadanos. Los particulares no tienen nada que ver con esta situación del Estado y por eso, además, deben pagar intereses por los años de inacción que el propio Estado generó.


Pero volviendo al conflicto de opiniones con relación al tema de la prescripción, en el mismo mensaje del Gobernador, cuando fundamenta este otro proyecto para el que votamos la preferencia de dos sesiones –el Expte. Nº 12.100-PE–, menciona el criterio sostenido por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en los considerandos del fallo del 30 de setiembre de 2003, en los autos "Recurso de hecho deducido por Abel Alexis Latendorf (síndico) en la causa Filcrosa SA s/quiebra s/incidente de verificación de Municipalidad de Avellaneda". El fallo de la corte sienta un precedente en cuanto a la forma de normar en las provincias.


Ahí está toda la discusión sobre si en estos casos prevalece la legislación nacional o la provincial. Es un tema en el que habrá mitad de la biblioteca en favor de una posición y la otra mitad en contra, pero de todas formas parece ser que en nuestra provincia, la propia Defensoría del Pueblo y la propia Fiscalía estaban considerando inclinarse por la prescripción de cinco años.


Menciono esto porque obra en mi poder la Resolución Nº 14, del año 2003, donde la fiscal de Estado Irmgard Lepenies resolvió instruir a la Procuración General para que efectúe, en el plazo de diez días, un informe jurídico sobre la concurrencia o no del plazo de prescripción liberatoria respecto de las acreencias demandadas judicialmente. Desconocemos si este informe existió o no; no tenemos ninguna información respecto de qué ha concluido la Procuración General al respecto, pero llama la atención que en la misma resolución se incluye también otra instrucción: “Instruir a los apoderados judiciales, a quienes se les hayan adjudicado las causas a que refiere la presente, a no instar los procesos hasta tanto se concluya con los estudios y análisis ordenados y se adopten las decisiones que correspondan, salvo la hipótesis de preclusión de instancia, en cuyo caso acordarán la suspensión de los términos en el artículo 3º de esta resolución.”


Esto no se cumplió. Estamos ante el caso de decretos –porque también menciona al decreto 2343– y de resoluciones de la fiscal que nadie tuvo en cuenta. Para mencionar lo del decreto, el propio Gobierno establece instruir a la Secretaría de Estado General y Técnica de la Gobernación, Ministerio de Hacienda y Finanzas y Fiscalía de Estado a fin de que instrumenten un procedimiento tendiente a relevar la composición de las deudas de ex usuarios de Dipos, con el objeto de verificar su situación social y económica frente al monto de la obligación, y propongan medidas alternativas en caso de que se verifique imposibilidad de pago.


Llama la atención que habiendo existido tanto un decreto del Ejecutivo como esta resolución de la fiscal, nada se haya hecho al respecto; y hoy, en la última sesión del año, estemos sin información precisa, sin la respuesta a estos pedidos de informes que oportunamente hiciéramos. Particularmente, yo presenté un pedido en fecha 4 de noviembre de 2004 con el Expte. Nº 13.822, donde solicito que la Dipos cumpla con lo establecido por la misma Ley Nº 11.900, o sea el padrón de ex usuarios, cuáles son sus deudas, quiénes son los deudores, que instruya a la Fiscalía de Estado –esto fue pedido en su momento y no me contestaron nada– para que efectivamente cumplan con esto de no insistir con procesos judiciales a los deudores. Bueno, nada de esto se cumplió, nada fue a la comisión, nada se consideró y yo entiendo que habrá diferencias en cuanto a la prescripción pero, evidentemente, el conflicto social existe y es grave porque en la última sesión estamos apurados para resolver esto de alguna manera, políticamente, está claro, porque si vamos a ver si esto es legal, está todo plagado contradicciones, no sólo porque no hay definición cierta respecto de la posición de la Provincia con relación al tema de la prescripción sino porque, además, estamos condonando sin ninguna información de cuánto debe cada uno. La información que tenemos hasta el momento, que nos acercaron y acompaña el proyecto, es una tablita con un informe de las deudas actualizadas al 31 de agosto del presente año; habla de cuentas de la Dipos, no estamos hablando de quiénes son las personas físicas o jurídicas y cuánto adeudan, porque bien puede ocurrir que la misma persona física o jurídica acumule varias cuentas; no sabemos a quiénes estamos beneficiando exactamente, yo intuyo, –y por eso desde el ARI vamos a acompañar este dictamen en disidencia parcial– que va a favorecer a los sectores más desprotegidos de nuestra ciudadanía, pero a ciencia cierta no conocemos quiénes van a resultar beneficiarios de esta condonación de deudas. De todas formas, eso no nos dificulta a los legisladores del ARI, porque como nosotros estábamos planteando la prescripción y entendemos que estas deudas, en realidad, ya han sido prescritas, es mejor parte que nada, así que por eso lo vamos a acompañar, en ese punto no tenemos dudas.


Por otra parte, queda absolutamente oscuro el papel que juegan en estas cuestiones los ejecutores fiscales, estos abogados que actúan contratados por Fiscalía de Estado; no sabemos si está en manos de ellos el cobro de estos dineros o si llevan adelante los procesos los mismos abogados de Fiscalía de Estado. No sabemos cuántos procesos judiciales hay iniciados efectivamente; no sabemos –porque, repito, no contamos con información fidedigna– del listado de usuarios, los montos y la composición de la deuda, porque para legislar seriamente sobre una condonación tendríamos que saber cómo se compone la deuda de cada uno, porque hablamos de deudas que, muy probablemente, superan los 15 o 20 años. Por todas estas cuestiones, cuando este proyecto se trató en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, desde el bloque del ARI firmamos, acompañando el proyecto, en disidencia parcial.


Quiero ser clara en cuanto a las disidencias. Por un lado, están las objeciones técnicas que he planteado y, fundamentalmente, una objeción de carácter político, cual es la oportunidad y la falta de responsabilidad con la que se tira a la Legislatura, por parte del Poder Ejecutivo, un conflicto del tamaño del que estamos hablando, sin tiempos para consensuar criterios, para recabar información, para precisar. Esto suena bastante a regalo navideño.


Yo lo voy a acompañar y mis compañeros también, en el sentido de que favorece a los sectores más desprotegidos pero entendemos que no es una actitud responsable, desde el punto de vista legislativo, este tipo de procedimientos. No es la primera vez que planteamos estas cuestiones, de los procedimientos que tienen que ver con los contenidos, no son ajenos, y no vamos, por supuesto, a evitar que algún ciudadano santafesino de bajos recursos se vea beneficiado con la condonación; no lo vamos a hacer.


Pero no vamos a dejar de plantear todas las veces que sea necesario que, para tomar decisiones que afecten, en este caso, al presupuesto de nuestra Provincia –como ya lo hicimos cuando se trató el Presupuesto–, no podemos dejar de lado los procedimientos, los tiempos, no podemos dejar de contar con la información necesaria y hacemos un llamado a actuar con tiempos y con responsabilidad en este sentido porque, repito, nosotros ya lo planteamos en octubre y en noviembre y sólo este tema se aborda en la última sesión del año sin tiempo para poder asumir esta responsabilidad cabalmente, sin investigar, sin poder consensuar.


Por todo esto, señor presidente, anticipo que vamos a acompañar este proyecto, con las objeciones antes mencionadas.

SR. MASCHERONI EÍ "UCR MASCHERONI, Santiago" .– Pido la palabra.


No voté el tratamiento sobre tablas de esta ley y, obviamente, voy a votar en contra, en general y en particular, su texto y trataré de fundar brevemente el motivo de ello.


A los objetivos nobles que inspiran este tratamiento, obviamente, que adhiero. Es llevarle alguna cuota de tranquilidad a aquellas familias santafesinas deudoras del Estado por la prestación de un servicio, después de una década casi cumplida en la mayoría, porque estamos hablando de deudas que terminaron la última de ellas el 4 de diciembre de 1995, es decir, estamos hablando de deudas anteriores al año ’95, quedaría menos de un año calendario para que se prescriba el último bloque, el último año de la década. Pero quiero hacer algunas precisiones que creo son importantes.


En el Mensaje Nº 2740 (Expte. Nº 12.100 – PE), el señor gobernador escribe y firma: “Las evaluaciones jurídicas que se han desarrollado dentro del órgano de asesoramiento legal de la Provincia advierten sobre la necesidad de sostener la aplicabilidad del caso del párrafo final del artículo 93 del Código Fiscal, que determina un plazo de prescripción de diez años para la acción de cobro judicial de los gravámenes y accesorios”. Esto es falso. Me sorprende que el Gobernador firme esto, inducido por la señora Fiscal de Estado, porque el párrafo final del artículo 93 del Código Fiscal dice “cuando se trate de contribuyentes o responsables del impuesto a los Ingresos Brutos” y no tiene nada que ver con lo que estamos hablando. Correr por izquierda o por la galería a los legos con esta invocación de derecho tendenciosa y errónea en el mensaje, es una cuestión para mí grave, sinceramente grave. Porque el Código Fiscal, el caso que nos ocupa, lo vincula en el inciso d) y refiere que la prescripción es de 5 años.


O sea, que el problema de si es de 5 ó 10 años está resuelto por la Legislatura en el año 2001 cuando sancionó la Ley 12.001. No quiero entrar a discutir cuándo se aplica esto. Evidentemente, que frente a la existencia de una ley vigente que establece un plazo de prescripción, cumplido el mismo, la prescripción se opera por sí misma.


Pero no es menor lo que señalaba antes, porque acá es donde el Poder Ejecutivo desnuda el ir atrás sobre una ley de esta Legislatura. Podría haber dicho, sin mentir, que como el plazo de la 2001 empezaba en julio de 2002 y los cinco años –yo tampoco admitiría esa interpretación jurídica– se vencerían en 2007, bueno…, hasta el 2007 tenemos tiempo para que se prescriba.


Lo cierto es que a ese momento ya estaban prescriptas un montón de deudas que hoy quieren condonar. Pero aún así, reitero –y los abogados lo saben, más allá de la interpretación que quieran hacer para defender esto–, que el Poder Ejecutivo parte de una hipótesis falsa: una prescripción que la ley y el derecho positivo actual limitó en el tiempo, la dividió a la mitad.


Y de ser cierto lo que persigue, que es beneficiar y condonar, bueno, a todas las deudas que a partir del 1º de julio de 2002 no estaban ejecutadas o intimadas, las vamos a condonar, pero lo anterior no.


Ahora bien ¿qué significaría, de aprobarse esto, con el argumento de beneficiar a los casos sociales? Es mantener sobre aquellos que no son casos sociales la prescripción decenal, cuando la ley la limitó a cinco años.


Y esto es introducir confusión en el sistema jurídico porque cualquiera, no invocando el fallo de la Corte Suprema, invocando una ley concreta va a alegar que está prescripta la deuda que se le pretende cobrar.


Por eso, señor presidente, planteaba en la Comisión de Labor Parlamentaria y reitero aquí, que la necesidad de liberar o llevar certidumbre obliga necesariamente al análisis de una casuística.


Una cosa son los planes habitacionales Fonavi; otra, son los que el derecho administrativo incorpora como casos sociales a partir de las resoluciones aplicatorias de decretos del Poder Ejecutivo provincial que hiciera el Enress, donde se cumplen determinados requisitos que en el resto de los deudores no están; los casos sociales que sanciona y resuelve el Enress tienen que cumplir con una serie de recaudos, por ejemplo, no tener televisión por cable, porque nadie que lo tenga puede argumentar ser eximido del pago de la tasa retributiva del servicio de agua y saneamiento. Entonces, tratamos igual a los distintos.


Por eso, señor presidente, creo que con este argumento nosotros estamos volviendo a instalar la prescripción de diez años para aquellos que quedan fuera de la condonación, y esto es retroceder, es derogar de hecho la 12.001.


Planteé, no en este tema puntual de la condonación, sino cuando fue la moratoria, que este tema iba a volver a salir a la luz porque lo que nosotros, en definitiva, estamos haciendo acá es purgar una inacción sistemática y reiterada por parte del Estado provincial. Yo no se lo imputo a este Gobierno, pero a partir del 6 de diciembre de 1995 –ya lo dijeron los legisladores– empezó a funcionar la denominada Dipos Residual. ¿Cuánto es lo que cobró? ¿Cuál es el nivel de percepción de estas tasas?


Diez años estuvieron para que por lo menos nos puedan informar, con una casuística que hoy se niegan, salvo los trazos gruesos de decir cuánta gente es por categoría, la casuística necesaria para abordar este problema.


Yo también presenté un pedido de informes cuando se trató la moratoria –obviamente que me lo contestaron después– en el que pedía que discriminaran por distrito, es decir, por ciudad, en el marco de la concesión, y que separemos los grandes conglomerados urbanos de las pequeñas ciudades, para ver cómo es la cantidad y abordar el tema puntual. Pero qué englobamos, se toma un parámetro económico, monto de la deuda, monto de ingreso y a partir de ahí entran.


Yo creo que este criterio, terminado y afinado con muy buena voluntad, a mi entender es –disculpe la reiteración– de dudosa eficacia o legitimidad desde el punto de visto jurídico. A mi criterio, y yo lo planteaba en la Comisión de Labor Parlamentaria, obligaría a hacer un análisis un poco más reflexivo, tratarlo en febrero, analizando caso por caso, hacer una ley eficaz, que nosotros no tenemos la certeza de que en el día de hoy, con lo que se estaría justificando –entre comillas– el apuro, esta media sanción que le pueda dar esta Cámara, reciba sanción definitiva en el Senado de la Provincia.


De manera tal que, y para no reiterar argumentos que se plantearon a los que doy por reproducidos, yo creo que frente a este problema –respeto a los que quieran acompañarla–, no hay medias tintas.


Si nosotros queremos liberar la incertidumbre de muchas familias santafesina, tomemos el toro por las astas, veamos cuáles están definitivamente prescriptas, declarémoslas en tal sentido; a aquellos otros, hagámosle la condonación por el período que quede y nosotros para eso requerimos –es imposible hacerlo de otra forma– un estudio de la casuística, porque no se puede generalizar, más allá de la buena voluntad de tomar dos parámetros: nivel de ingreso y el monto de la deuda.


Por eso, señor presidente, voto en lo general y en lo particular negativamente proyecto, el dictamen que se haya consensuado respecto de esta iniciativa.

SR. LAMBERTO EÍ "PS LAMBERTO, Raúl" .– Pido la palabra.


Quiero exponer la posición del bloque Socialista. Nosotros vamos a votar favorablemente el proyecto de condonación, tal cual lo expusimos esta mañana en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.


Nosotros creemos que estamos frente a deudas que han sido prescriptas. Claramente, el piso del 4 de diciembre de 1995, cuando se conforma la Dipos residual, es el final del paquete de deudas, donde si uno toma el precedente de diez años de prescripción que sostiene la Provincia, podríamos hablar de que hay deudas que pueden llegar a tener aproximadamente 19 años.


A nosotros nos parece que no puede el Estado perseguir a sus deudores durante tanto tiempo, porque si hay algo que necesita el usuario o el consumidor es la garantía de su defensa en juicio y la seguridad jurídica. Y con deudas que llegan a ser, como mínimo, de nueve años, pero que puede ser de muchísimo más, alcanzar inclusive a 19 años –como decía–, no se garantiza ni la defensa en juicio ni la seguridad jurídica.


Nosotros creemos que es muy valioso el dictamen del señor defensor del Pueblo, porque ratifica estos criterios. Para no reiterar, voy a leer un solo párrafo que dice: “La prescripción tiene sustento en el principio de buena fe, más todavía si el acreedor es el Estado, en la seguridad jurídica y en no premiar la pasividad prolongada o negligente del titular del crédito, de manera de someter al deudor a una suerte de incertidumbre jurídica excesivamente prolongada, supeditado a su suerte a la sola voluntad del acreedor como omisivo caracterizado por su desidia”.


Y esto nos lo está diciendo un bloque opositor, lo está diciendo un organismo de la Administración Pública Provincial como es la Defensoría del Pueblo. Incluso, hace referencia a las causales de interrupción de las prescripciones, esto es demanda contra el deudor con conocimiento expreso o tácito efectuado por el deudor, y de su suspensión, la constitución de embargo del deudor, nos dice que esto es por un año y una sola vez por año. O sea, que no cualquier interrupción genera el efecto interruptor de la prescripción.


Lo que pasa es que la Provincia, y está visto en el mensaje del señor Gobernador y en el dictamen jurídico, no reconoce la prescripción a los 5 años, y como no la reconoce, esto va a tener que ser dirimido por vía judicial. Va a tener que llegarse a un fallo de la Corte Suprema de la Provincia y, eventualmente, de la Corte de la Nación, para determinar si estos gravámenes, cuya caracterización de tributarios es discutible, son alcanzados por la Ley 12.001, y eventualmente, si corresponde aplicar la prescripción de 5 o de 10 años.


Por lo tanto, señor presidente, es importante el precedente de la Corte Suprema de la Nación. Este precedente, que se da a raíz de una verificación de crédito que efectúa en una quiebra el municipio de Avellaneda, que le acepta la verificación el juez de primera instancia y la Cámara de Apelaciones, y lo opone excepción de prescripción el síndico de la quiebra, termina en un recurso de queja ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación y ésta termina aceptando la queja y revocando el fallo, considerando que la prescripción era de 5 años.


El eje central del voto de la mayoría está en el punto 14, que dice: “Que en el presente caso, esa inteligencia exige preservar el desenvolvimiento armonioso entre las autoridades nacionales y las provinciales, lo que deriva en la necesidad de lograr un razonable equilibrio entre las facultades de estas últimas de crear impuestos [o sea las provincias], y las que corresponden a aquéllas [o sea, la Nación] para establecer en todo el país un régimen único de extinción de las obligaciones”. O sea que, de acuerdo a la Corte, en materia de extinción de obligaciones, tratándose de una regulación de fondo, es correcto lo que haga el Estado Nacional, y el Estado nacional lo ha determinado en 5 años.


Este es el voto de la mayoría –por supuesto, que hay disidencia de los miembros de la Corte– que constituye un claro precedente en función de la resolución del conflicto en materia judicial.


Por lo tanto, yo estoy de acuerdo en que no es lo mismo prescripción que condonación; a ninguno se nos escapa la diferencia en la naturaleza jurídica que existe. Pero al no haber reconocimiento de la Provincia de la prescripción a los 5 años, el usuario, el consumidor va a tener que esperar hasta que esto tenga resolución judicial. En el ínterin va a ser frecuentemente intimado por los ejecutores fiscales, por la Fiscalía Provincial, al pago de la deuda, y esa es la realidad que nosotros no podemos ignorar. Por lo menos, la percepción que tenemos los que vivimos en la localidad de Rosario, es que cada dos o tres meses el usuario vive con zozobra por intimaciones que le hacen para el pago de sus deudas.


Y como ninguno de nosotros queremos colocarnos en el pellejo del usuario que tiene que recibir estas intimaciones, si hoy tenemos la posibilidad de condonar, por lo menos a los que deben hasta mil pesos, yo no tengo ninguna duda, ninguna duda de que la condonación es correcta, por lo menos hasta ese nivel.


Esto no significa que nosotros ignoremos la prescripción a los cinco años, pero no somos los que lo tenemos que decidir. La que lo tiene que decidir y aceptar el criterio es la Provincia, que valora este tema como valora la prescripción en los tributos provinciales. Y que no es fácil de resolver, por lo menos a corto plazo. Por lo tanto, entendemos que es correcto y adecuado que mientras uno puede sacar del pago a muchos de los que están en esta situación, lo hagamos.


Por eso votamos la condonación y por eso vamos a seguir planteando claramente que estas deudas están prescriptas. Están prescriptas porque son anteriores al ‘95, están prescriptas porque hubo inacción de la Provincia, están prescriptas porque hubo desidia e, incluso, hubo serios inconvenientes en las facturaciones en la época de la Dipos, que después se pagan. Y por todo eso es correcto que esto no se le transfiera al usuario o al consumidor.


Pero, mientras tanto, ¿en el ínterin, qué? En el ínterin, si uno puede dar una solución hay que darla. Por eso nosotros queremos separar claramente –y ya lo adelantamos–, no vamos a aceptar un convenio de pago, porque el convenio de pago sí es blanquear la prescripción. Nosotros aceptamos la condonación porque en la práctica, el usuario queda sin pagar. Y lo hacemos claramente diciendo “señores, esta deuda está prescripta”. La condonación es una decisión de la mayoría que nosotros, en función de apoyar al usuario, la vamos a acompañar.


Y también creemos que es importante la otra parte del proyecto, que establece las costas por su orden, porque no es correcto que se le transfieran los gastos y las costas judiciales al usuario por una inacción del Estado, que es el que quiere cobrar. A nosotros nos parece que en estos casos –y además ésa es la práctica– la mayoría de estos juicios se hacen en rebeldía; la gente no comparece, no tiene defensores, y, en la práctica, nosotros si no tomábamos esta medida íbamos a terminar logrando que el usuario pagara las costas de la Provincia, que ha realizado una acción totalmente improcedente en el ejercicio de sus facultades de cobro de las deudas que le corresponden.


Por eso, creo que hemos avanzado y, por supuesto, vamos a seguir planteando la necesidad de que la prescripción sea a los cinco años, vamos a seguir planteando que estas deudas si están prescriptas no se cobren, excepto que la Provincia acredite que estas deudas no están prescriptas, y vamos a seguir planteando que no se les transfieran las costas judiciales a los usuarios porque, evidentemente, no son ellos responsables, a la larga, de lo que ha sucedido con el accionar de la ex Dipos residual.

SR. REAL EÍ "PDP REAL, Gabriel" .– Pido la palabra.


La verdad es que, a esta altura del debate, ya no sé si estamos frente a una cuestión política, jurídica, o a una mezcla de las dos cuestiones. Puntualmente, se han planteado algunas cuestiones que me parece que es necesario aclarar y voy a tratar, por lo menos para los que no son abogados, de clarificar como es toda esta cuestión. Porque me cuesta a mí entenderla, que trabajo de esto, y recuerdo haber estado presenciando la sesión del año 2002, cuando se puso fin a una cuestión que era discutida jurisprudencialmente, pero sobre la que ya había una posición a nivel de la Corte Suprema de Justicia, que la había tornado, prácticamente, pacífica.


Tengo que coincidir en que no entiendo el apuro del Partido Justicialista, después de muchos años en que, de hecho, las distintas administraciones se encargaron de demostrar la más absoluta inacción sobre la cuestión. Y me parece muy poco feliz, como práctica legislativa, tratar esta cuestión ahora, cuando tiene media sanción una moratoria relacionada con estas cuestiones. Tampoco alcanzo a entender, y estuve hurgando en las opiniones de los demás colegas para ver de qué manera, aprobando este texto que son tres artículos puntuales, acá se deslizó que se mejora o se favorece la supuesta posición en función de la prescripción de los 10 años que ha sostenido la Provincia. No lo alcanzo a comprender y, realmente, si alguien me hubiera convencido de que, al votar esto estoy yendo en contra de la posición de los usuarios o de los contribuyentes, no lo alcanzo a ver.


Para clarificar la cuestión, y esto es fundamental que lo entendamos, durante muchos años, y a partir, creo que del primer fallo que fue en el año 1985 o 1986, la prescripción de los 10 años fue puesta en duda a nivel de la Suprema Corte de la Provincia y a nivel de la Suprema Corte de la Nación y, yo diría, que la jurisprudencia empezó a ser pacífica en función de que la prescripción operaba los 5 años.


Todo esto tiene un colofón en la Provincia de Santa Fe, por eso es que yo no entiendo, por más que en el Mensaje algún funcionario o integrante del Poder Ejecutivo haya hablado de la posición de la Provincia de los 10 años, esto tuvo un colofón en la Provincia de Santa Fe que fue, como se dijo acá, con la Ley Nº 12.001, que modifica el Código Fiscal, donde dice, en su artículo 93: “Prescriben por el transcurso de 5 años…”, enumera absolutamente todos los casos y deja afuera: ingresos brutos o sus similares anteriores que no se hayan inscripto ante la Administración Provincial de Impuestos. ¿Con esto, qué queremos decir? Es pacífica la cuestión, es pacífica desde hace muchos años en materia jurisprudencial, y en Santa Fe es pacífica a partir del año 2002 cuando le da operatividad a la prescripción de los 5 años, a partir, hasta dice la fecha de los vencimientos que empiecen a correr: “Los términos de prescripción quinquenal establecidos comenzarán a partir del año 2002”. ¿Esto, qué quiere decir, para que lo entendamos? No es una ley retroactiva, no es una ley que dice: “Todos los vencimientos que operaron con anterioridad ahora van a ser de 5 años”. No, de ninguna manera. Es operativa para adelante. Y se le da un corte a la cuestión, que ya en la Justicia estaba claro, que tenía que ser de 5 años, y se dice: “a partir de esta fecha las prescripciones en Santa Fe van a ser de 5 años”. ¿Qué nos queda para atrás?


Acá se habla, yo creo que livianamente, de deuda prescrita y no prescrita. La cuestión es si los funcionarios –estamos hablando de los 10 años anteriores y de la deuda de la ex Dipos–, los apoderados del gobierno provincial o de la Dipos residual interrumpieron o no la prescripción. Acá no es la cuestión que porque solamente transcurrió una determinada cantidad de años esa deuda está prescrita. Yo comentaba en la Comisión de Labor Parlamentaria que, en por lo menos cinco oportunidades, en mi ciudad, que es donde tengo conocimiento, la Dipos residual intimó el cobro de la deuda de todo lo que era Dipos. Yo tengo mis dudas de que por el mero transcurso del tiempo todo eso esté prescrito.


Decía al principio que hay cuestiones legales y cuestiones políticas. Yo estoy hablando de cuestiones legales porque acá, mínimamente, lo que tenemos que hacer es marcar la cuestión en términos legales porque estamos votando, en última instancia, una ley. ¿Qué quiero decir con esto? La Provincia, legalmente, en el año 2002 dijo “de ahora en más 5 años”. Por más que nosotros hagamos declaraciones de voluntad, el funcionario del gobierno que manda el Mensaje y pone la dualidad o las distintas posiciones, lo cierto y lo concreto es que toda la deuda anterior a partir del año 2002 legalmente tiene una prescripción de 10 años. Esa es la primera cuestión.


Segunda cuestión: por el mero transcurso del tiempo, si hubo inacción, en este caso de la gente que tenía que cobrar, es posible que haya estado prescripta, pero si se interrumpió la prescripción la deuda está vigente.


Y la tercera cuestión que queda en claro es que, por más que hagamos declaraciones de voluntad, si no hay una decisión del propio Estado que de oficio diga: “esto estaba en discusión, hay fallos en un sentido y en otro, ahora mi posición va a ser X” y de oficio dice “son 5 años”, todas esas deudas, si prescriben a los 5 o 10 años lo van a decidir los jueces con sentencias judiciales. Y lo que les puedo decir a todos los que tienen dudas es que todos los fallos de hace muchísimos años –por eso en Santa Fe, recogiendo esa cuestión que era nacional y provincial, pusimos 5 años– van a terminar favoreciendo a los contribuyentes con la prescripción de 5 años.


Entonces, como dije al principio –y reitero– que es una decisión política o jurídica, estamos beneficiando a los usuarios, aunque no de la forma más prolija, poniendo si se quiere desordenadamente la cuestión, cuando tendríamos que tratar las cuestiones conjuntamente, pero como no veo que estemos cimentando ninguna posición en favor de la teoría de los 10 años, nuestro bloque va a votar afirmativamente el proyecto.

SR. MARCUCCI EÍ "UCR MARCUCCI, Hugo" .– Pido la palabra.


Creo que estamos coincidiendo o, por lo menos, se ha planteado aquí desde algunos sectores –y no es para nada una novedad– que llega realmente tarde esta decisión de abordar y decidir resolver las deudas de la ex Dipos. Nos parece que esto pone de manifiesto lo que venimos planteando, de un Estado que tiene una gran incapacidad para garantizar el cobro, para garantizar la recaudación, para garantizar en definitiva la equidad, porque lo que estamos haciendo, indudablemente, es tomar decisiones que pueden ser diferentes en cuanto a las obligaciones de los ciudadanos, de aquellos que pagaron y los que no pagaron.


Pero, para ponerlo simplemente en números, estamos hablando de una deuda de 47 millones de pesos, actualizada al 31 de agosto de 2004. Es decir que, si bien se podría hacer la salvedad y la consideración de los casos sociales y restarlos, que están en el orden del millón seiscientos mil pesos, este Estado amorfo, que no tiene capacidad para desarrollar lo que es un elemento básico, como es garantizar los ingresos y con equidad, ha dejado de recaudar en estos años 47 millones de pesos que, obviamente, podrían haber sido destinados a fines sociales.


En oportunidad de la discusión del proyecto de quita que había elevado el Poder Ejecutivo oportunamente, el 24 de junio del 2004, había planteado y esto es textual de la versión taquigráfica: “Muy brevemente quiero referir que en ocasión del debate en la Comisión de Presupuesto y Hacienda me opuse a este régimen [insisto, estábamos hablando del proyecto original de quita del Poder Ejecutivo con relación a este tema], porque creo que está claro que más allá del acuerdo o no que haya en los términos y en los años de prescripción, no es pacífico, es conflictivo. Y esto nos da un indicio de que este proyecto llega tarde, tendría que haber llegado antes. Pero además, es defectuoso porque al no tener la casuística, al no tener la situación patrimonial y la capacidad contributiva de cada uno de los usuarios –o al menos, agrupados–, podemos cometer un error a dos puntas. Por un lado, les estamos exigiendo el pago a aquellos que están en una situación social en la que lo más práctico sería la condonación de la deuda; y al revés, a quienes tendrían capacidad contributiva le estamos haciendo quitas que, a mi juicio, son elevadas”, que eran del orden del 60 % para los que pagaban al contado, y estamos hablando de empresas probablemente de gran capacidad de contribución.


Quiero reafirmar esto que decía, en cuanto a las diferencias que tenía en cuanto al proyecto original del Poder Ejecutivo, y lo decía el 24 de junio del corriente año. Porque creo que estamos llegando nuevamente tarde. De haberse incorporado, al menos la condonación, podríamos haber llegado seis meses antes al proyecto que hoy estamos tratando.


Este planteo lo hacíamos el 24 de junio de 2004; la bancada oficialista no lo receptó y estamos seis meses después tratando un proyecto del Poder Ejecutivo. Con esto está claro que, a veces, las cosas no están funcionando en esta Cámara.


Pero, creo que la situación está planteada en cuanto a la posibilidad de resolver esta situación; con la diputada Daniela Qüesta esta mañana hicimos una presentación ante la Comisión de Presupuesto y Hacienda, planteando concretamente que sean los usuarios denominados casos sociales los que estén exceptuados del pago de estas deudas, es decir, de su condonación.


Reafirmo lo que pensábamos y planteábamos en ese momento. Las deudas están planteadas y por eso creo que es beneficioso para aquellos que están en una situación social porque además, es un absurdo, porque hasta la empresa concesionada los trata como casos sociales, es decir, que tienen una situación diferente, y estaríamos exigiendo por parte de la ex Dipos estatal el pago que no le exige Aguas Provinciales.


Pero, además de ese absurdo, creo que los estamos poniendo en una situación de zozobra y además no queda claro, por lo menos en tres aspectos, cuáles son los alcances de la aplicación de la Ley 12.001, porque no estamos hablando de un tributo, está claro que es un servicio, hay una contraprestación por la provisión de agua, no está muy claro cuáles son los casos en que eventualmente se hallen interrumpidas las prescripciones y además, si hay casos que no han prescripto.


No quedan dudas de que ante esa situación en la cual algunos usuarios domiciliarios de situación social que, obviamente, no están en condiciones de hacer pagos pero tampoco de afrontar todo el proceso que significaría un juicio, creo que es lógico, sano y justo resolver esta situación por todas las dudas que se planteaban.


Parece que en ese sentido, esta propuesta apunta claramente a resolver estas situaciones. Y no quedan dudas, desde mi punto de vista, que no solamente se resuelven las situaciones y las zozobras de quienes tienen que enfrentar estas cuestiones judiciales, sino también que al Estado le ponemos un límite no solamente por la cuestión de la seguridad jurídica de aquellos que tienen deudas desde hace tanto tiempo, sino también por los gastos innecesarios porque en definitiva van a terminar en el reconocimiento de prescripción de las deudas.


Por lo tanto, coincido con las posiciones que manifestaron los diputados Real y Lamberto.

SR. ESQUIVEL EÍ "PJ ESQUIVEL, Mario" .– Pido la palabra.


Brevemente, quiero hacer algunas precisiones. En primer lugar, el dictamen definitivo que se va a leer, o sea, el dictamen que en el día de la fecha produjo la Comisión de Presupuesto y Hacienda y luego la de Asuntos Constitucionales y Legislación General, entiendo que ha sido superado técnicamente y ha logrado una mayor certeza en un acuerdo en la reunión de la Comisión de Labor Parlamentaria.


El dictamen obra en la Secretaría Parlamentaria y entiendo que al final de las exposiciones se va a dar lectura. Creo que se ha logrado un muy bien dictamen, decía, superado por esos acuerdos de la Comisión de Labor Parlamentaria.


De todas maneras, quiero hacer dos o tres precisiones porque creo que el tema se ha debatido en esta y otras oportunidades.


Estamos frente a un tema que, evidentemente, tiene un alto contenido social y que nos conduce, obviamente a una resolución política, por lo cual descarto que el Cuerpo, desde el punto de vista social, tiene la suficiente sensibilidad como para tratar este tema. Pero estamos debatiendo el otro aspecto, que es el jurídico, y que nos lleva a este debate de la prescripción que sería aplicable.


Yo leía recién el Mensaje 2740 del Poder Ejecutivo, que creo que tiene mucha solidez, más allá de que se compartan algunos argumentos o no, porque cita esto que nosotros decimos tantas veces, de que la biblioteca está dividida en un cincuenta por ciento para un lado y un cincuenta por ciento para el otro.


Lo que estamos hablando acá, de prescripción decenal o quinquenal, está sustentado en una posición muy clara en el Mensaje, cuando comenta esa presentación de la Defensoría del Pueblo, basado en el caso Filcrosa S.A. sobre quiebra, que la Defensoría lleva y lo sustenta como fallo de la Corte Suprema de Justicia.


La Provincia sostiene que la prescripción es de diez años. Después voy a volver sobre el artículo 93 del Código Fiscal, que citaba el diputado Mascheroni, donde la Provincia dice que las evaluaciones técnicas –y hay que explicar qué significa esto– llevan a la posición de diez años, con lo cual sería viable esta condonación y respaldo la posición que sostiene la Provincia.


Pero el mismo Mensaje menciona varios fallos y da precisiones técnicas que son muy claras. Cuando habla del caso Filcrosa, habla de los cinco años que tiene la Defensoría del Pueblo, cita el artículo 93 del Código Fiscal, diez años, estamos hablando del Código Fiscal modificado por la Ley 12.001, ya voy a volver sobre ese tema porque es importante. Después habla de la solidez de la jurisprudencia cuando refiere a los cinco años que establece el Código Civil, como materia de fondo, que es la materia de la prescripción, pero después cita innumerables fallos, que los tengo anotados, de la Cámara de Apelaciones de San Nicolás, la Corte Suprema de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, en dos fallos en donde rescata lo que llamamos el derecho público provincial, donde dice que cada provincia tiene la facultad de administrar su sistema tributario y, a su vez, la prescripción.


En el mismo caso Filcrosa, que cita la Defensoría del Pueblo, fue un fallo dividido, no fue unánime. Por ejemplo, el Mensaje, sobre la ley nacional que llevó a los diez años en consonancia con lo que dice la Provincia, dice que cuando la legislación nacional altera el plazo común fijado por el Código Civil, modificándolo, no cabe admitir el sustento de que sean inválidas las leyes provinciales en el mismo sentido. O sea, vuelve a rescatar el tema de los diez años.


Después habla de la ley provincial que está acorde con la ley nacional en función del artículo 75, inciso 12, de la Constitución Nacional; reafirma la posición de la prescripción decenal con otro fallo, que cita también del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en contraposición al artículo 4027 del Código Civil. Y termina con las conclusiones de todo Mensaje del Poder Ejecutivo rescatando el aspecto social.


Pero quiero volver sobre algo que, inclusive, se me pasó por alto esta mañana en la comisión. Cuando nosotros hablamos del artículo 93 del Código Fiscal en la versión modificada por la Ley 12.001, hay dos prescripciones. Hay una prescripción de cinco años y una prescripción de diez años.


La prescripción de cinco años, habla de la prescripción para los tributos y la prescripción de los diez años es para los servicios y lo que estamos hablando acá, respecto de la Dipos, es referido a servicios, no habla de tributos.


Por eso, el Poder Ejecutivo, en el dictamen, dice Las evaluaciones jurídicas que se han desarrollado dentro del órgano de asesoramiento legal de la Provincia advierten sobre la necesidad de sostener la aplicabilidad del caso del párrafo final del artículo 93 del Código Fiscal, que determina un plazo de prescripción de diez años para la acción de cobro judicial de los gravámenes y accesorios.


¿Qué dice el último párrafo? “Cuando se trate de contribuyentes o responsables del Impuesto sobre los Ingresos Brutos [o sea, acá sí cita expresamente un impuesto, Ingresos Brutos] o sus similares anteriores, que no se hallaren inscriptos ante la Administración Provincial de Impuestos, las facultades establecidas en el inciso a) del presente artículo prescribirán por el transcurso de diez años”.


Las facultades del inciso a) dice “Las facultades de la Administración Provincial de Impuestos para determinar las obligaciones tributarias y aplicar las sanciones por infracciones previstas en este Código”.


O sea, tiene cuatro incisos, que son taxativos, referidos a tributos y en el último inciso –esa es la evaluación técnica que ha hecho el Poder Ejecutivo– se refiere a un servicio público como es el caso de la Dipos.


Señor presidente, yo le rogaría que al finalizar esto se dé lectura por Secretaría Parlamentaria del dictamen de Asuntos Constitucionales y Legislación General, pero con los acuerdos logrados en la Comisión de Labor Parlamentaria.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– El que se dio lectura por Secretaría fue, precisamente, el texto consensuado en la Comisión de Labor Parlamentaria.

SR. MASCHERONI EÍ "UCR MASCHERONI, Santiago" .– Pido la palabra.


Yo fui claro y voy a reiterar que el mensaje utiliza e invoca una causal o un concepto no aplicable al caso en análisis. Que lo quieran justificar, está bien. Pero que se quiera arrojar dudas o confusión de cuál es ley que se aplica, no. Yo admito perder una votación porque se ha decidido políticamente que esta ley debe salir. Y está bien. Pero para que salga esto, que el Poder Ejecutivo, el Gobernador diga que en el caso de los servicios aplicamos la prescripción de 10 años porque el Código Fiscal en su artículo 93 lo dice, es mentira. Así calificada: mentira. Habla de los ingresos brutos para las personas no inscriptas y el Ejecutivo, tendenciosamente, en ese párrafo de su mensaje habla de gravámenes, y el inciso d) del 93 “el cobro judicial de los gravámenes, sus accesorios y multa por infracciones tributarias prescribe a los 5 años”. Primera cuestión.


Segundo. Yo, esta ley no la analizo separadamente de la intención que ya esta Cámara tuvo con la media sanción que le dio a la ley de quita o de moratoria de los tributos o de tasas retributivas de la ex Dipos. Esto, para mí, tiene la misma estructura y calidad que discutir el Presupuesto y la Ley Complementaria. Es más, esta Cámara hoy le fijó una preferencia. Es decir, esta ley no está escindida de la otra. Y cuando yo planteo que, de sancionarse esta ley, se retrocede y se deroga de un plumazo la 12.001, es porque cuando se trate la moratoria –quita del 60, del 40, pónganle el número que a ustedes les guste–, nosotros llevamos automáticamente a 10 años la prescripción, porque estamos incorporando deudas, por atrás de la 12.001.


Y voy a hacer otra precisión. Esta ley, no es que sea retroactiva y no lo sea. Esta ley fija, en la última parte del artículo 1, cuándo entra a regir, pero desde momento en que entra a regir, los plazos en Derecho no se cortan –y menos en esta materia–, se computan, y se cuentan, a partir del 1º de julio de 2002, 5 años para que prescriba la deuda. La ley no dice las deudas contraídas con posterioridad al 1º de julio de 2002. Esta es una ley de prescripción. Y la ley dice cuándo entra en vigencia pero, desde el momento en que entra en vigencia, el cómputo quinquenal se hace completo en el momento en que se plantea la prescripción, porque la prescripción sucede –valga la redundancia– sucesivamente por el transcurso del tiempo. Cada día se produce una prescripción. De manera tal que al 2 de julio de 2002 ya había deudas prescriptas, en la hipótesis que no se hubiere interrumpido la prescripción como bien lo planteaba el diputado Real. Y esto no tiene nada que ver con la retroactividad de la ley, es como se computan los plazos en Derecho.


Pero de todas maneras, yo no voy a esta cuestión de fondo, ya la planteé antes. Reitero que en el momento en que se trate la moratoria –y tarde o temprano se va a votar, o se va a tratar por esta Cámara, le fijó una preferencia–, son los dos planos de lo mismo. Yo decía hoy, y lo completo ahora, porque me pareció obvio y no lo mencioné, y ahora creo que no era tan obvio, que acá van a estar los condonados, y los que queden excluidos de la condonación, otra vez la duda, desde dónde y hasta cuándo alcanza, y otra vez si es que la prescripción es de cinco, diez años, etcétera. O sea, nosotros mismos estamos generando la inseguridad, nosotros mismos estamos generando la confusión.


Quedó claro, señor presidente, que el artículo 93 es absolutamente preciso, es absolutamente concreto, y a partir del 1º de julio de 2002 –tomando la peor de las hipótesis– la prescripción es de cinco años. Sea cual sea la intención del Ejecutivo, sea cual sea la interpretación de la Fiscalía de Estado, sean cuales sean los fallos de otras provincias, porque en eso tomo lo que decía el diputado Esquivel, y es verdad, nosotros tenemos imperio para dictarnos nuestras propias normas en materia tributaria, independientemente de cuáles sean los fallos, los pareceres o las leyes de otros estados provinciales. Pues bien, la Legislatura en 2001 dictó esta ley. Esta es la voluntad política. El Poder Ejecutivo la promulgó, y lo que menos tiene que hacer el Ejecutivo es desconocerla.

SR. BRIGNONI EÍ "EP BRIGNONI, Marcelo" .– Pido la palabra.


Muy brevemente. No soy abogado, pero esperando que los abogados presentes en el recinto me autoricen a opinar en este debate, me voy a referir a algunas cosas que se dijeron, que me parece necesario aclarar.


La primera, que ha sido muy clara y muy explícita la intervención del miembro informante de la mayoría, que ha dicho “el sentido de esta ley (es decir, la condonación) va en respaldo a la posición que sostiene la Provincia con relación a los diez años de prescripción”. Con lo cual, es absolutamente claro cuál es el sentido de esta ley. No lo he dicho yo, lo acaba de decir el señor miembro informante de la mayoría.


Lo que resulta complejo –algún diputado preguntaba hoy en el debate– es qué cosas aporta esto a sostener el criterio de los diez años. Bueno, ahí está uno de los elementos. Y el otro de los elementos, para cerrar esto, voy a intentar hacer un ejemplo cotidiano muy sencillo para que lo podamos entender todos. Esto yo lo interpreto que sería una cosa más o menos así: Fernández y García le deben a López desde el año 95. López intenta cobrarles por vía judicial a Fernández y García, pero el fallo judicial le dice que esas deudas están prescriptas. López, como no sabe qué hacer, y tiene algunos legisladores amigos, envía una ley donde le condona la deuda a Fernández, pero no a García. Con lo cual esa ley es la que utiliza posteriormente para tratar de cobrarle a García.


Esto es lo que estamos discutiendo hoy, y por eso reitero mi voto negativo.

SR. KILIBARDA EÍ "PJ KILIBARDA, Danilo" .– Pido la palabra.


Voy a tratar de sumar un poco más de confusión en el tema.

–
Risas.

SR. KILIBARDA EÍ "PJ KILIBARDA, Danilo" .– Creo que partimos de algunos conceptos que jurídicamente no son exactos. Lo que prescribe es la acción, no la obligación. La obligación subsiste, aun como obligación natural. Primer asunto.


Segundo asunto: si son diez o cinco años, no es competencia nuestra resolverlo. Lo va a resolver la Justicia. Y si la Justicia dice que son cinco, porque impera la norma federal por sobre la provincial, no tendremos más remedio que acatar esa resolución, porque va a ser obligatoria para la Provincia.


Está la vieja discusión sobre si la Nación tiene competencia para fijar los plazos de prescripción de los tributos provinciales, o si es materia no delegada y reservada para las provincias. Yo estoy absolutamente convencido, con Pedro Frías, que es una facultad no delegada y que la Nación no puede de ninguna manera decirnos a nosotros cuándo prescriben nuestros tributos. Si la Corte, no obstante, lo dice, más habiendo transitando por las aulas de la Facultad de Derecho, no tendremos otra alternativa que acatar la decisión del máximo Tribunal.


Pero como hombres del interior creo que tenemos que defender esa facultad, sobre todo, porque el poder impositivo de la Nación es de excepción. La regla tendría que ser la nuestra, que la potestad tributaria siguiera residiendo en las provincias. Lamentablemente, este principio lo hemos ido abandonando, desde el primer Ministro de Hacienda, aquel que tuvo el propio Urquiza.


Aclarado que lo que prescribe es la potestad de perseguir el cobro del tributo y no la obligación, además, el Código Civil cuando habla de la prescripción lo plantea ora como defensa, ora como excepción, tanto que establece, incluso, que quien se considere beneficiario de este instituto deba plantearlo en un término determinado, no en cualquier instancia del juicio. Es decir, que es una facultad que tiene el obligado para ejercer o no esa instancia. En tercer lugar, el hecho de que estas deudas o estas obligaciones tengan su origen en fechas anteriores al año 1995 –creo que escuché decir que es cuando desaparece la Dipos como empresa del Estado–, no quiere decir que todos esos tributos, mejor dicho todos esos servicios, no tributos, estén prescritos, porque a lo mejor se ha suspendido o interrumpido la prescripción por la acción de percepción de los servicios.


Creo que esta ley no quita ni pone nada en ese sentido; no modifica para nada los plazos de prescripción. Si el obligado considera que su obligación está prescrita ejercerá el derecho y se terminó, y la Provincia en ese caso tendrá que acatar el decisorio judicial. Y si no está prescrita, aquí recibe, por lo menos, la certeza jurídica de que en determinado monto se le cancela esa obligación, se le condona esa obligación. Se ha establecido un monto arbitrario, un monto que el legislador, con un criterio de prudencia, ha considerado que se justifica en $ 1.000 del capital más intereses o el monto actualizado adeudado y ha establecido también una nueva limitación, de que el beneficiario acredite percibir una suma no mayor de ingresos de $ 1.000 mensuales, para darle cierto carácter de justicia social a esta condonación. Y los llamados casos sociales o casos colectivos, como lo planteaba el diputado Marcucci, también están expresamente contemplados, y en ese caso creo que es sin límite de importe de la obligación adeudada para evitar todo problema contencioso.


Por eso me parece que el debate, que siempre es útil, que siempre es necesario, que siempre es enriquecedor, no atenta contra los derechos –aún con la sanción que le vamos a dar– que pueden hacer valer los contribuyentes o los deudores de servicios a los que alcance esta norma.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Si no se hace más uso de la palabra se va a votar el proyecto de ley en general.

–
Resulta aprobado.

–
En particular, se aprueban los artículos 1º al 3º; artículo 4º, de forma.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– El proyecto recibe media sanción y se comunica a la Cámara de Senadores.

7.4 Encuentro Regional del Mate

(Proyecto de declaración – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se encuentra reservado, a pedido del señor diputado Dehesa, el proyecto (Expte. Nº 14.053 – PJ) por el que se declara de interés legislativo el XV Encuentro Regional del Mate, a realizarse en Rufino, los días 14, 15 y 16 de enero de 2005.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 EÍ "zdExpte. Nº 14.053 – PJ\: Encuentro Regional del Mate" 
La Cámara de Diputados de la Provincia

Declara:


De interés legislativo el 15 Encuentro Regional del Mate a realizarse en la localidad de Rufino los días 14, 15 y 16 de enero del año 2005.

Fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:


Desde el año 1991 anualmente se lleva a cabo el Encuentro Regional del Mate, fiesta popular donde se conjugan un sinnúmero de actividades culturales que van desde premios al mejor mate cebado, al mejor mate artesanal, todo esto acompañado por la presentación de grupos tradicionales, cantantes, charlas sobre el mate, stands de artesanos y demás manifestaciones culturales y artísticas de nuestro medio. La ubicación geográfica de esta localidad atrae público, artistas y artesanos del sur santafesino y de otras provincias como Córdoba y Buenos Aires, otorgándole un gran marco de asistencia y real jerarquía.


Por lo expuesto precedentemente y en la creencia de que debemos apoyar a quienes con su esfuerzo luchan por mantener las tradiciones y a generar una auténtica cultura popular, es que solicito a mis pares la aprobación del siguiente proyecto de declaración.

Roberto Dehesa

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

8 orden del día

8.1 Unidad Regional X de Policía de Cañada de Gómez: cese en funciones del comisario

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Corresponde considerar el Orden del Día Nº 1.


Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 1.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 13.957 – BS), autoría de las diputadas Albónico y Baudín, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo informe acerca de la situación de cese en sus funciones del Comisario General Luis Leiva, que se desempeñaba como Jefe de la Unidad Regional X de Policía con asiento en Cañada de Gómez, departamento Iriondo. Y, atento a los estudios realizados y a las razones que dará su miembro informante, esta Comisión ha resuelto emitir el presente dictamen con modificaciones, que a continuación se transcribe y al que aconseja se le preste aprobación:

 EÍ "zcExpte. N° 13.957 – BS\: Unidad Regional X de Policía de Cañada de Gómez\: cese en funciones del comisario" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto, proceda a informar las razones que motivaran el cese del Comisario General Luis Leiva como Jefe de la Unidad Regional X de Policía con asiento en Cañada de Gómez.

Sala de la Comisión, 25 de noviembre de 2004.

Esquivel – Meotto – Benas – Dehesa – Lamberto – Kilibarda – Liberati

Proyecto de comunicación original


La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto, proceda a informar:

1. Acerca de la situación de cese en sus funciones del Comisario General Luis Leiva, que se desempeñaba como Jefe de la Unidad Regional X de Policía con asiento en Cañada de Gómez.

Fundamentos de la autoras del proyecto

Señor Presidente:


El pasado 15 de noviembre el pueblo de Cañada de Gómez, conoció la noticia que al Jefe de la Unidad Regional X de Policía, Comisario General Luis Leiva, se le “solicitó que tomara una licencia”, dejando de esta forma su cargo.


Los medios locales y regionales indicaron que dicha medida pudo tener su origen en manifestaciones que el Comisario General Leiva hiciera días atrás en ocasión de reunirse con vecinos en un encuentro convocado por la Vecinal 9 de Julio para tratar temas relativos a la seguridad, preocupación constante de la ciudadanía. En esta ocasión, Leiva habría explicado, entre otras cuestiones, que la fuerza cuenta con el 80% de personal que no es de la localidad, ni de la jurisdicción del departamento Iriondo.


Luego de haber participado en la mencionada reunión, el Honorable Concejo Deliberante, como parte de los compromisos tomados en la misma, emitió un proyecto de resolución, donde se decide remitir notas al señor Ministro de Gobierno, al señor Secretario de Seguridad y a la titular de la Policía de la Provincia, solicitando, entre otra peticiones, saber cuáles fueron las causas que motivaron que en la Unidad Regional X de Policía se efectuaran solamente siete nombramientos, mientras que en la Unidad Regional III con asiento en Las Rosas, ciudad tres veces más pequeña que Cañada de Gómez, el personal efectivizado fue de dieciocho agentes. También se requiere mayor claridad en los alcances del Programa de Seguridad Urbana y, en cuanto a la problemática de la droga, se pide una mayor intervención del Fuero Federal en este asunto. Además, se expresa que la iniciativa de implementar las patrullas urbanas, no responde a la realidad de una localidad como Cañada de Gómez, aunque sí podría ser adecuada para ciudades grandes como Rosario y Santa Fe, por lo que se solicita que se reequipe y se ponga un énfasis mayor en la optimización del Comando Radioeléctrico, estimando beneficioso que los dieciocho agentes destinados a las patrullas urbanas, sean transferidos al Comando, lo que es considerado mucho más efectivo en el objetivo de combatir el delito.


Cabe destacar que en los últimos tiempos, se multiplicaron los hechos delictivos en la ciudad cabecera del departamento Iriondo, y particularmente el Comisario Leiva, que según manifestaciones de las más altas autoridades de la fuerza posee una foja intachable, requerido por la comunidad cañadense y sus autoridades, explicó dicho fenómeno, en función de razones de escasez de móviles, personal y de otros medios necesarios para su función específica.


Los días martes 16 y miércoles 17 de noviembre, la comunidad de Cañada de Gómez, realizó sendas marchas reclamando la revisión de la medida adoptada, peticionando para que el Comisario Leiva vuelva a su función. Además, la propia intendenta municipal, acompañada de parte de su gabinete y de miembros de la cooperadora policial, estuvo reunida con el señor Ministro de Gobierno. También, cabe señalar, que la población está reuniendo firmas de adhesión y reconocimiento hacia Leiva, que serán entregadas próximamente al señor Gobernador de la provincia., constituyéndose en un hecho poco frecuente y a la vez gratificante.


Por los motivos expuestos, se solicita la aprobación del presente proyecto de comunicación.

Albónico – Baudín

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

8.2 Casos recibidos en neonatología en hospitales de Rosario: informes

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 2.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Salud Pública y Asistencia Social ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 13.756 – BS), del diputado Bonfatti, por el cual se solicita disponga informar respecto de la cantidad de casos recibidos en relación a los servicios de neonatología en los hospitales provinciales ubicados en la ciudad de Rosario, y, por las razones que dará el miembro informante, aconsejamos prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "zcExpte. Nº 13.756 – BS\: Casos recibidos en neonatología en hospitales de Rosario\: informes" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Salud proceda a informar:

a) La cantidad de casos recibidos en relación a los servicios de neonatología en los hospitales provinciales ubicados en la ciudad de Rosario.

b) Asignación específica de equipamiento y recursos humanos de dichos hospitales, en los períodos comprendidos del año 2000 al 2004 inclusive.

c) La cantidad de plazas disponibles y el número estimado de población que cubriría.

d) Si actualmente se sostienen las derivaciones al sector privado. De ser afirmativo:

1. ¿Cuál es la proporción de dicha derivación?

2. ¿Qué erogación anual aproximada demanda al Ministerio?.
Sala de la Comisión, 24 de noviembre de 2004.

Pividori – Bonfatti – Baudín – Sánchez – Cavuto

Fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:


Motiva el presente proyecto de comunicación, el hecho de haber tomado estado público los múltiples y reiterados inconvenientes producidos en los servicios de neonatología de los hospitales provinciales de Rosario, al no poder brindar la debida atención médica y, con ello, impedir el ejercicio inalienable del derecho a la salud de la población que demanda asistencia, en este caso niños y niñas, recién nacidos.


El sistema de salud provincial, específicamente el servicio de neonatología de los hospitales provinciales con sede en la ciudad de Rosario, vienen sufriendo desde hace tiempo serias deficiencias, por no contar con el equipamiento adecuado para la eficiente atención de la demanda que a ellos llega, por resultar insuficiente la dotación de personal afectado a las prestaciones que en los mismos se deben cubrir.


Ello ha motivado la necesidad de realizar presentaciones por ante la Justicia, habiéndose pronunciado la misma al respecto.


El acceso a los servicios de atención de la salud, no puede ser soslayado por ningún motivo, menos aún cuando es el Estado el que debe garantizarlo.


La derivación para la atención a efectores del sistema privado de salud, resulta una respuesta coyuntural a la emergencia, nunca puede concebirse como un “modus operandi” permanente. Esta modalidad pone en evidencia las falencias del sistema de salud público, el que debe estar organizado de manera tal, que, por sí mismo pueda garantizar la debida atención a la salud de la población.


Por las razones expuestas es que solicitamos a nuestros pares que nos acompañen en el presente proyecto de comunicación.
Antonio J. Bonfatti

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

9 inasistencias

SR. PRESIDENTE (Barrera).– La Cámara debe considerar las inasistencias con goce de dieta de los señores diputados Maguid, Mirabella, Riestra y Urruty a la sesión del día de la fecha.


Si no hay observación, se va a votar.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Al no haber más asuntos que tratar, queda levantada la sesión. Felices fiestas para todos.

–
Son las 18.

lic. alfredo federico barboza

a/c dirección del cuerpo de taquígrafos
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